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Resumen

Uno de los conflictos surgidos en torno a la propuesta de reformar al Poder Judicial de 
la Federación fue el cumplimiento de la nueva estructura constitucional que supone  
el decreto de reforma al Poder Judicial. En la sentencia SUP-JDC-1032/2024 y acumula-
dos, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación analizó la  
convocatoria emitida por el Senado de la República, como resultado de la insaculación 
pública hecha para determinar las plazas de personas juzgadoras que participarán en  
el proceso electoral extraordinario de 2025. En tal resolución, la Sala Superior se  
pronunció acerca de las presuntas omisiones del Senado en materia de paridad de gé-
nero, la cartografía judicial electoral y los requisitos de elegibilidad para participar en 
la jornada electoral de junio de 2025.

Palabras clave:	 paridad de género, personas juzgadoras, proceso de insaculación,  
justicia electoral.

Abstract

One of the conflicts that emerged as a result of the proposal to reform the Judiciary  
branch, has been the compliance of the new constitutional structure provided by the  
reform itself. In this regard, the ruling SUP-JDC-1032/2024 and consolidated cases  
judged by the Mexican Electoral Court of the Federal Judiciary, analyzed the announcement 
published by the Senate as a result of the insaculation process made to choose which 
jurisdictional bodies will participate in the extraordinary electoral process of 2025. 
Those decrees made possible the analysis of alleged omissions made by the Senate  
over gender equality, electoral cartography and the eligibility requirements to participate 
in the election of June 2025.
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C
Introducción

on la presentación de las listas de personas candidatas para  
el proceso electoral extraordinario de 2025, quedó claro que 
la elección de jueces, magistraturas y ministros es ya una 
realidad próxima por consumarse. El atropellado proceso de  
publicación de las listas, así como la impresión de cerca  

de 300 millones de boletas para la elección de junio de 2025, han recibido dispares re-
acciones en el entorno jurídico, la academia y, por supuesto, la sociedad mexicana. 
Independientemente de cuál sea la postura del lector frente a la construcción de este 
nuevo paradigma institucional para el Poder Judicial de la Federación (pjf), la reforma 
y su consecuente elección son hechos indiscutibles.

Estas son las condiciones idóneas para la discusión pública respecto a la participación 
ciudadana, la independencia judicial e, incluso, la idea de justicia. Sin embargo, la dis-
cusión ha sido reacia a focalizar sus esfuerzos en debatir el nuevo Estado de derecho  
diseñado por el Poder Legislativo y legitimado constitucionalmente por el Poder Judicial. 
Desde la perspectiva de quien suscribe, el siguiente paso en el recambio institucional del 
pjf es fiscalizar todos los procesos suscitados en función de la reforma, para que esta 
sea observada en todas las etapas del proceso y sea armónica con la estructura consti-
tucional. De manera destacada, el proceso electoral derivado de la reforma ha levantado 
un sinfín de impugnaciones respecto de la organización e implementación de la prime-
ra elección de personas juzgadoras federales en México. Estas impugnaciones han sido 
vertidas sobre la constitucionalidad de la propia reforma, los procesos preparatorios de 
la elección y, desde luego, el proceso electoral in extenso.

Sobre el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf) han recaído diversos  
medios de impugnación, debidamente desahogados teniendo en cuenta las bases  
constitucionales en las que se asentó el proceso electoral. De manera particular, la  
Sala Superior del tepjf ha emitido resoluciones conforme al decreto constitucional apro-
bado en septiembre de 2024, sin recular en el resto de la estructura constitucional.1  
En ese sentido, este artículo se propone estudiar la sentencia SUP-JDC-1032/2024 y 
acumulados, que fue resuelta por la Sala Superior del tepjf, referente a la paridad de 
género durante el proceso electoral extraordinario de 2025 para elegir a las personas 
juzgadoras del pjf.

1	 Al respecto, véase el pronunciamiento de la Sala Superior acerca de la representación del Consejo  
de la Judicatura en el Consejo General del Instituto Nacional Electoral en Sentencia SUP-AG- 
-204/2024 (2024). Asimismo, véase el análisis de las suspensiones provisionales dictadas por 
órganos jurisdiccionales respecto de los actos de implementación del proceso electoral para el 
Poder Judicial de la Federación en Sentencia SUP-AG-209/2024 y acumulados (2024), así como 
en Sentencia SUP-AG-632/2024 y acumulado (2024).
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Antecedentes

El 5 de febrero de 2024, durante el aniversario de la Constitución de 1917, el presidente  
de la república presentó un proyecto legislativo para reformar al Poder Judicial fede-
ral y lograr elegir por voto popular a jueces de distrito, magistraturas de tribunales 
colegiados de circuito y ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn) 
(López, 2024).2 La ambiciosa reforma constitucional tomó por sorpresa a propios y ex-
traños, debido al enfoque de elección popular de la totalidad de las y los juzgadores  
del pjf, de modo que superó con creces los experimentos boliviano y estadounidense de  
elección de personas juzgadoras por escrutinio directo.3

Después de largos meses de ejercicios de parlamento abierto, discusiones y debates 
en torno al proyecto de reforma, la LXVI Legislatura recibió la propuesta del Ejecutivo 
federal para su discusión durante la primera semana de septiembre de 2024. El 15 de 
septiembre de 2024 se publicó en el Diario Oficial de la Federación (dof) el decreto para  
reformar, adicionar y derogar diversas disposiciones de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos (cpeum) en materia de reforma al Poder Judicial federal, tras  
días de debate en el Congreso de la Unión. El 23 de septiembre de 2024, el Consejo  
General del Instituto Nacional Electoral (ine) dio el banderazo inicial del proceso elec-
toral extraordinario de personas juzgadoras del pjf de 2025.

El 10 de octubre de 2024, la Mesa Directiva del Senado de la República emitió los  
lineamientos para realizar el procedimiento de insaculación de la mitad de plazas de 
personas juzgadoras del pjf, magistraturas de circuito y juzgadores de distrito, para  
el proceso electoral de 2025.4 El 12 de octubre de 2024, el pleno del Senado realizó el 
procedimiento de insaculación pública, el cual fue transmitido por las redes del Canal 
del Congreso.5 Posteriormente, el 15 de octubre se aprobó la convocatoria para el pro-
ceso de elección y fue publicada en el dof ese mismo día.

Particularmente, la emisión de la convocatoria para el proceso de elección de personas  
juzgadoras, publicada el 15 de octubre de 2024 en el dof, suscitó un revuelo de incon- 
formidades por parte de las personas juzgadoras participantes en el proceso, así  
como de las eventuales personas candidatas en el proceso de elección, por lo que pre-
sentaron medios de impugnación en los días subsecuentes.

2	 Asimismo, consúltese Iniciativa del Ejecutivo federal con proyecto de decreto, por el que se 
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en materia de reforma del Poder Judicial (2024). 

3	 Véanse Gómez y Pérez (2024) y Herrera (2024).
4	 La segunda mitad de las plazas de magistraturas de circuito y juzgadores de distrito será some-

tida a elección popular en el proceso electoral de 2027. 
5	 Al respecto, véase Senado de México (2024).
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Criterios generales

La sentencia SUP-JDC-1032/2024 y acumulados fue resuelta el 22 de noviembre de 
2024, mediante el análisis de las impugnaciones hechas respecto de la convocatoria  
expedida por el Senado de la República. Cabe resaltar que los expedientes  
SUP-AG-470/2024, SUP-AG-471/2024 y SUP-AG-472/2024 —promovidos por Silvia Eliza-
beth Baca Cardoso, Rodolfo García Camacho y José López Martínez, respectivamente, en  
su carácter de personas juzgadoras de distrito— fueron reencauzados de la categoría  
de asuntos generales a la de juicios para la protección de los derechos político- 
-electorales de la ciudadanía, así como aglutinados en virtud de impugnar los mismos 
actos desarrollados infra.6

A grandes rasgos, las causas de pedir, analizadas en tal sentencia buscaban contravenir  
la convocatoria publicada el 15 de octubre, así como revertir el proceso de insaculación  
realizado por el Senado, el 10 de octubre. Dos motivos de queja son relevantes en el 
análisis de la sentencia, a saber: la omisión de acciones afirmativas para cumplir con 
el principio constitucional de paridad de género, así como los listados insaculados que 
obviaron las bases contenidas en el decreto de reforma constitucional que prevé su 
desglose por materia de especialización y circuito judicial.

La causa de pedir sostuvo que existían diversas omisiones en la convocatoria emitida 
por el Senado de la República para el proceso de elección de personas juzgadoras del 
pjf. Entre estas, se pueden anotar las siguientes.

1. Omisión del establecimiento de las etapas claras y la consecuente remisión indebi-
da al Consejo General del ine. La causa petendi sostuvo que el poder reformador de la 
Constitución ordenó al Senado publicar la convocatoria del proceso electoral judicial 
estableciendo, para ello, los planos y formatos propios del procedimiento, lo que en 
los hechos incumplió el Senado al trasladar tal obligación al ine.

La Sala Superior del tepjf resolvió que el agravio era infundado en función de que la 
convocatoria sí prevé de manera clara las etapas del proceso, así como los plazos pa-
ra realizar la elección judicial. Por lo que se refiere a la remisión hecha al ine, se consi-
deró que es el Consejo General del ine quien está facultado por el poder constituyente 
para emitir todos los acuerdos referentes al proceso electoral, por lo que no asistía 
razón a la parte actora.

6	 El marco legal del juicio de la ciudadanía está contenido en los artículos 79 al 85 de la Ley 
General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, así como en los artículos 
4 al 7 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. Su finalidad estriba en 
restituir el goce de los derechos político-electorales de la ciudadanía, vulnerados por actos de la 
autoridad en materia comicial. 
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2. Omisión de considerar 50.00 % de las plazas de juzgadores por circuito judicial y ma-
teria de especialización. El agravio se desarrolló acerca de un argumento aritmético 
empleado por el Senado para la designación de la mitad de los cargos de juzgadores fe-
derales que serán electos durante el proceso electoral extraordinario de 2025, mientras 
que 50.00 % restante será electo en junio de 2027. A decir de la parte actora, el total 
de cargos de este proceso se distribuye de la siguiente manera: 464 magistraturas de 
circuito, 386 plazas de juzgados de distrito y 9 magistraturas de la scjn, pero las plazas 
enlistadas durante el proceso de insaculación no corresponden a 50.00 % de los car-
gos existentes en cada circuito judicial o cada distrito de especialización por materia.

Al respecto, la Sala Superior consideró inoperante el agravio sostenido por la parte  
actora, en función de que esta no manifestó “en qué les depara perjuicio la manera 
en que se llevó a cabo la insaculación” (Sentencia SUP-JDC-1032/2024 y acumulados, 
2024, p. 11). En ese sentido, la no acreditación de las afectaciones personales y direc-
tas a los derechos político-electorales de los recurrentes inhibe el análisis del agravio 
en tanto la función contenciosa del tepjf.

3. Omisión de establecer requisitos de elegibilidad. A decir de la parte actora, los re-
querimientos de elegibilidad no fueron previstos de manera clara en la convocatoria 
publicada en el dof, en particular lo referente a la residencia efectiva como requisito  
para contender por una adscripción dentro del pjf. De la misma manera, existió una 
omisión para proscribir la participación de militantes de partidos políticos en el proceso  
electoral y garantizar la imparcialidad.

Respecto a esta cuestión, la Sala Superior declaró infundado el agravio debido a que 
el decreto publicado en el dof no establece tales requisitos para contender por un car-
go de magistratura de circuito o juzgado de distrito, por lo que no existe una obliga-
ción de los operadores de justicia electoral de aplicarlos a este proceso electoral. Más 
aún, siguiendo el principio de prevalencia de interpretación, la lectura de la legislación 
aplicable será aquella que brinde mayor protección a los derechos de las personas.

4. Prohibición para contender por órganos judiciales distintos a los que integran ac-
tualmente. La causa de pedir sostuvo que no existe una motivación clara en la con-
vocatoria del Senado para prohibir que una persona juzgadora en funciones no pueda 
contender en el proceso electoral para variar su adscripción actual, por lo que existe  
una vulneración de los derechos político-electorales de las personas juzgadoras en 
funciones para participar en las elecciones judiciales.

El motivo de inconformidad fue declarado infundado por la Sala Superior, en tanto no  
existe tal restricción en la convocatoria expedida por el Senado de la República, particu-
larmente en las bases segunda y tercera, respecto de los requisitos y la documentación  
requerida para postular a un cargo o un circuito judicial diverso al de la adscripción actual.
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5. Convocatoria imprecisa. La parte actora afirmó que, en la convocatoria, en el ante-
penúltimo párrafo de la consideración segunda se establecen 12 apartados, sin em-
bargo, únicamente existen 8 bases. El tepjf declaró el agravio como inoperante, con el 
argumento de un lapsus calami sin mayores efectos.

6. Omisiones de distinta índole. Los inconformes afirmaron que la convocatoria subver-
tida no establece expresamente prohibiciones para contender a cargos del pjf a quie-
nes estén sentenciados por cometer violencia política contra las mujeres en razón de 
género ni para aquellas personas que se encuentren dentro del Registro de Deudores 
Alimentarios Morosos.

De igual manera, se alegó que la convocatoria omite mencionar cuáles serán los meca-
nismos para evaluar la idoneidad de las personas aspirantes a ocupar una plaza dentro 
del pjf. Asimismo, se señaló que no establece cuál será la representación de los pode-
res de la Unión ante el Consejo General del ine para equiparar este proceso electoral  
extraordinario a uno regular con la representación partidista en el Consejo.

Por su parte, la Sala Superior consideró inoperantes los motivos de inconformidad de-
bido a lo siguiente: sí existe una prohibición implícita a quien busque registrarse como 
candidata a cargos de elección popular en la base tercera que refiere a los términos del 
artículo 38 de la cpeum; no existe previsión constitucional o en la Ley General de Insti-
tuciones y Procedimientos Electorales (lgipe) para que los poderes de la Unión puedan 
integrar el Consejo General del ine, y la convocatoria general contenida en el artículo  
96, fracción I, de la cpeum y el artículo 499 de la lgipe, que prevé que cada Poder de  
la Unión integre un listado de personas candidatas para la elección de personas  
juzgadoras del pjf, no obliga a tales poderes a describir los mecanismos de evaluación 
en dicha convocatoria.

7. Omisión de establecer marcos normativos para conformar los plenos regionales. La 
parte actora refirió que el Senado omitió establecer en la convocatoria las reglas para  
la conformación de los plenos regionales del pjf. De la revisión del artículo 96 
de la cpeum y las disposiciones transitorias se concluyó que no existe obligación algu-
na para la autoridad controvertida, por lo que, nuevamente, la Sala Superior declaró  
inoperante el planteamiento.

8. Omisión de observar el principio de paridad de género. La causa de pedir expuso  
la presunta vulneración del principio de paridad de género al establecer un criterio  
meramente aritmético para definir las plazas vacantes para la elección de personas 
juzgadoras del pjf. Particularmente, en lo que se refiere a la distribución de vacan- 
cias de magistraturas de circuito que asignó 66 plazas a mujeres, en contraste con 
las 264 plazas para hombres. Asimismo, en los juzgados de distrito se destinaron 148 
espacios para mujeres, mientras que sus pares hombres compiten por 213 plazas.
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La Sala Superior del tepjf consideró infundado el agravio, debido a que la convoca-
toria impugnada sí establece que “en la elección de todos los cargos se debe de 
respetar la paridad de género en la postulación, elección y asignación” (Sentencia 
SUP-JDC-1032/2024 y acumulados, 2024, p. 19). Su decisión estuvo sustentada en la 
base primera y la base sexta de la convocatoria —que prevén la organización del pro-
ceso electoral extraordinario de 2025 bajo criterios de paridad de género, así como la  
selección de candidaturas por parte de los comités de evaluación de los poderes de  
la Unión, siguiendo la misma prescripción—, así como en el artículo segundo transitorio  
del decreto de reforma al Poder Judicial publicado en el dof.

9. Falta de certeza y seguridad jurídicas respecto de la cartografía judicial electo-
ral. De acuerdo con los inconformes, la convocatoria fue omisa al evitar considerar la  
competencia nacional de los tribunales colegiados y los juzgados de distrito, por lo 
que no se estableció que su elección deberá ser en el ámbito nacional. Los motivos de  
inconformidad expuestos se declararon infundados luego de considerar que el artículo  
96 de la cpeum es claro al sostener que las elecciones para personas juzgadoras se rea-
lizarán conforme a la cartografía electoral de los circuitos judiciales.

Asimismo, de la lectura del artículo 511 de la lgipe, se desprende la conclusión de que 
el Órgano de Administración Judicial tendrá que remitir al ine la división territorial por 
circuito judicial o circunscripción plurinominal, con la indicación de los territorios que 
abarquen los tribunales colegiados de circuito, los tribunales colegiados de apelación 
y los juzgados de distrito que tengan residencia en dicho territorio, así como el número  
que representen y su materia de adscripción.

En ese sentido, el ine es la autoridad responsable de organizar y llevar a cabo la  
elección de personas juzgadoras del pjf conforme a la cartografía de los 32 circuitos  
judiciales y tomando en cuenta la base geográfica de los 300 distritos electorales 
federales.

10. Omisión de definir qué se entiende por persona juzgadora en funciones. A decir de 
la parte actora, las bases cuarta y quinta no definen qué debe entenderse por persona  
juzgadora en funciones, debido a que puede concluirse que son las personas habili-
tadas por el Consejo de la Judicatura Federal (cjf), sin tener una adscripción judicial 
definida. 

Por su parte, la Sala Superior determinó que únicamente las personas juzgadoras  
titulares de su respectiva adscripción judicial pueden incorporarse con el pase directo  
a las listas que el Senado de la República remitió al ine. Lo anterior, de acuerdo con  
los artículos 30 y 86, fracción XXI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federa-
ción, que establecen que dicha habilitación tiene como efecto suplir temporalmente 
la vacancia de las personas juzgadoras titulares de tal adscripción.
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11. Invasión de competencias del Consejo de la Judicatura Federal para adscribir juzga-
dores. Las personas accionantes aseguraron que la convocatoria asumió prerrogativas 
que corresponden al cjf, particularmente aquellas que se refieren a

la negativa de registro de las candidaturas a un hecho que se encuentre fuera de su 
control, pues corresponde al Consejo de la Judicatura Federal la determinación de la 
competencia de órganos jurisdiccionales, así como la adscripción de las personas 
juzgadoras. (Sentencia SUP-JDC-1032/2024 y acumulados, 2024, párr. 143)

Asimismo, los inconformes aseguraron que la base quinta de la convocatoria impug-
nada contiene un exhorto implícito para que el cjf cese sus actividades ordinarias  
de adscripción y determinación de competencia jurisdiccional para quienes aspiran a 
ocupar alguna de las vacancias de personas juzgadoras dentro del pjf.

A consideración de la Sala Superior, los planteamientos resultaron infundados en vir-
tud de que las competencias del cjf se mantienen vigentes hasta que dicho órgano sea 
sustituido por el Tribunal de Disciplina Judicial, así como el Órgano de Administración 
Judicial. Por lo que se refiere a la negativa de registro, el Senado de la República so-
lamente estableció una consecuencia jurídica del cambio de adscripción hecha en el 
periodo posterior a la emisión de la convocatoria y la postulación final de las candida-
turas para el proceso electoral.

Grosso modo, esas fueron las temáticas descritas en el SUP-JDC-1032/2024 y acumu-
lados que analizó la Sala Superior durante la sesión pública del 22 de noviembre de 
2024. Las impugnaciones fueron aglutinadas de esa manera en la sentencia analizada 
por una cuestión del método. La decisión mayoritaria resolvió desestimar los agravios 
vertidos por la parte actora en su escrito de demanda y, con ello, confirmar el acto de 
la publicación de la convocatoria expedida por el Senado de la República para el pro-
ceso electoral extraordinario de 2025. El pleno de la Sala Superior votó como se ex-
pone en el cuadro 1.

Cuadro 1. Votación de las magistraturas  
en la sentencia SUP-JDC-1032/2024 y acumulados 

Por confirmar el acto impugnado Por declarar fundados los agravios
Magistrada Mónica Aralí Soto Fregoso Magistrada Janine M. Otálora Malassis

Magistrado Felipe de la Mata Pizaña
Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón

Magistrado Felipe Alfredo Fuentes Barrera

Fuente: Elaboración propia con base en Sentencia SUP-JDC-1032/2024 y acumulados (2024).
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Principio constitucional  
de paridad de género

Del análisis de la causa de pedir se observan diversas inquietudes en materia de 
género, que los actos relativos al proceso electoral han levantado desde finales 
de septiembre de 2024. Más allá de la constitucionalidad del decreto de reforma 
al pjf, que ya ha sido confirmada por la scjn, los agravios descritos por la parte ac-
tora no parecen descabellados. En particular, en el tema 8 referido los inconfor-
mes expusieron presuntas violaciones al principio constitucional de paridad de 
género contenido en los artículos 1, 4 y 41 de la cpeum.

Dicho principio, incorporado a la Constitución en 2014, significó la transforma-
ción de la participación política de las mujeres, concebida tradicionalmente  
con el esquema de cuota obligatoria que entonces relegaba la participación  
femenina a 40.00 %, mientras que 60.00 % restante se destinaba a sus pares 
hombres. El mencionado esquema representaba, ante todo, una condición que 
los partidos tenían que cubrir para evitar incurrir en conflictos con las autori-
dades electorales.

Con su incorporación al esquema constitucional en 2014, el principio de pari-
dad de género trastocó dicha concepción para ubicarse como un compromiso 
que el Estado mexicano signó con el género femenino a fin de asegurar su par-
ticipación política en condiciones de igualdad desde la postulación a cargos de  
elección popular. En esencia, la reforma de 2014 potenció el principio de igualdad  
al elevar la responsabilidad jurídica que pesa sobre todo el aparato del Estado, 
para cumplir su responsabilidad de garantizar la participación paritaria de las 
mujeres en los espacios de decisión pública.

Leticia Bonifaz (2016) es clara al afirmar que, contrario a la concepción común 
acerca de la paridad de género, esta no se trata de una acción afirmativa de  
carácter temporal o una medida compensatoria a las desigualdades que  
de facto padecen las mujeres cotidianamente. Ante todo, se trata del mecanis-
mo constitucional que tiene por objeto materializar la igualdad sustantiva en-
tre las mujeres y los hombres. Esta es “una medida permanente para lograr la 
inclusión de mujeres en los espacios de decisión pública”.

El compromiso que supuso la adopción de tal principio constitucional está su-
jeto a las responsabilidades internacionales contraídas por el Estado mexica-
no, en específico, mediante tres instrumentos vinculatorios con el andamiaje 
jurídico nacional. Estos son los siguientes: 1) la Convención para la Eliminación 
de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer (cedaw, por sus siglas en 
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inglés); 2) el Protocolo Facultativo de la cedaw, y 3) la Convención Interameri-
cana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer (Conven-
ción de Belém do Pará).

En el ámbito electoral, el proceso intermedio de elecciones de 2015 fue el primero  
en el que se puso a prueba el principio de paridad de género con los siguientes 
saldos: la Cámara de Diputados federal aumentó de 37.20 % a rondar 42.00 % 
de mujeres que ocupaban una curul, con lo cual rebasó el techo de cristal de  
200 asientos para las mujeres en la Cámara Baja. De igual manera, en Baja Ca-
lifornia, Baja California Sur, Campeche, Colima, Durango, Guanajuato, Estado de  
México y Zacatecas, las diputaciones por principio de mayoría relativa lograron 
la paridad de género. Asimismo, en San Luis Potosí y Tlaxcala, las mujeres col-
maron la participación política más allá de la paridad (Bonifaz, 2016).

De manera específica, la Sala Superior del tepjf ha contribuido a la justicia elec-
toral mediante los criterios del principio constitucional de paridad de género 
en las jurisprudencias 6/2015 y 7/2015, que resolvieron la cobertura comple-
ta obligatoria para la paridad de género, incluido el ámbito municipal, objeto 
de motivación de la sentencia. Asimismo, las jurisprudencias 8/2015 y 9/2015 
confirmaron el interés legítimo amplio que la Constitución concede a las muje-
res y a otras categorías vulnerables para reclamar presuntas violaciones a sus 
derechos, particularmente aquellos de carácter político-electoral. Cabe resal-
tar que las cuatro jurisprudencias de la Sala Superior fueron resueltas, como 
no podía ser menos, por unanimidad de votos.

Con la aprobación en junio de 2019 de la reforma llamada #paridadentodo,  
el consenso institucional logró el cambio de 10 artículos de la Constitución para 
garantizar la inclusión de las mujeres en todos los espacios de representación 
política y de toma de decisiones, en condiciones paritarias con los hombres. La 
reforma confirmó constitucionalmente lo expuesto por la Sala Superior del tepjf, 
en cuanto a que la aplicación del principio de paridad de género debe recorrer  
los tres Poderes de la Unión, así como los tres órdenes de gobierno. Su aplica-
ción supone un ejercicio de horizontalidad y verticalidad, para brindar una parti-
cipación real y efectiva de las mujeres en el espacio público (Centro de Estudios 
Legislativos para la Igualdad de Género, 2019).

Una conclusión extendida entre la opinión pública, los actores políticos e, inclu-
so, la academia supone que la paridad se ejerce como una operación aritmética 
al más puro estilo salomónico del justo medio. Nada más alejado de la realidad. 
La errónea interpretación de una cuota de 50.00 % para la participación feme-
nina es fácilmente sorteable al advertir que el principio constitucional, antes 
que proponer una nueva cuota obligatoria —ergo un nuevo techo de cristal—, 
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permite flexibilizar la distribución de puestos de representación política y de 
toma de decisiones. Imagínese un órgano cuya integración sea de un número 
impar, en cuyo caso el principio de paridad arrojaría la conclusión de que dicho 
órgano debería estar constituido paritariamente, con preferencia a las mujeres.

SUP-JDC-1032/2024  
y acumulados 

En el juicio SUP-JDC-1032/2024 y acumulados, los recurrentes adujeron que la reconfi-
guración judicial propuesta en el decreto de reforma al pjf y, de manera específica, el 
proceso de insaculación realizado por el Senado de la República no tomaron en cuenta 
el principio constitucional de paridad de género. Esto, debido a que, durante el proceso 
de insaculación, la autoridad tomó los listados de personas juzgadoras que le entregó 
el cjf y procedió a insacular si los números pares o impares serían aquellas plazas que 
participarán en el proceso electoral extraordinario de 2025. Posteriormente, el Senado  
realizó los ajustes correspondientes a las vacancias existentes de plazas de perso-
nas juzgadoras del pjf.

A decir de los inconformes, los listados de juezas y jueces de distrito, así como de  
magistradas y magistrados de circuito, fueron objeto de un procedimiento al azar que 
obvió la especialización por materia, la cartografía judicial desenvuelta en los 32 cir-
cuitos judiciales y el género de las personas juzgadoras insaculadas en octubre de 
2024. Es de notar que el Senado de la República sí aplicó una acción afirmativa para  
8 juezas de distrito que se encontraban bajo los supuestos de embarazo o lactancia,  
empero, el acto impugnado está lejos de cumplir con el principio constitucional de  
paridad de género.

Conforme a las bases constitucionales para reformar al pjf, el proceso de insaculación, 
así como todas las fases inherentes a la elección de personas juzgadoras debieron  
tomar en cuenta los siguientes factores: 1) las vacancias en cada distrito judicial; 2) la  
materia de especialización, y 3) el principio de paridad de género. Únicamente al ad-
vertir las vacancias en cada adscripción y las materias de especialización de cada se-
de judicial, así como al excluir a las personas que pudieran beneficiarse de una acción 
afirmativa, el Senado de la República pudo haber cumplido con las bases que la Cons-
titución mandata en materia de la reforma al pjf.

La causa de pedir aduce que las bases para la insaculación, así como la convocatoria 
controvertida, sí hacen referencia al principio de paridad de género; sin embargo, no 
establecen mecanismos claros para su observancia y materialización, por lo que, en 
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los hechos, los actos impugnados tienen efectos adversos para la integración parita-
ria del pjf. Para advertir la disparidad de género en la actual conformación del pjf, ob-
sérvese la gráfica 1.

Gráfica 1. Distribución porcentual de género  
en el Poder Judicial de la Federación,  

diciembre de 2024
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Nota: scjn, Suprema Corte de Justicia de la Nación, y tepjf, Tribunal Electoral del Poder Judicial de 
la Federación.

Fuente: Consejo de la Judicatura Federal (s. f.).

Como se comentó durante la sesión pública del 22 de noviembre de 2024, incluso si se 
aseguraran medidas para la postulación paritaria de mujeres en el proceso electoral  
extraordinario de 2025, esto sería insuficiente para lograr una integración paritaria del 
pjf. Al respecto, conviene hacer notar que de los 1,400 órganos jurisdiccionales del pjf, 
únicamente 450 titularidades son ocupadas por mujeres, en evidente disparidad con 
los 950 órganos a cargo de hombres.

De forma paradójica, tal disparidad fue agravada por el proceso de insaculación, de- 
senvuelto de la siguiente manera. Del total de las 266 mujeres juezas de distrito, 101  
de ellas resultaron insaculadas; por su parte, de las 184 magistradas de tribunales  
colegiados de circuito, 74 fueron insaculadas. La distribución porcentual se comportó  
como se muestra en las gráficas 2 y 3.
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Gráfica 2. Distribución porcentual  
de juezas de distrito

Insaculadas
38.00 % No insaculadas

62.00 %

Fuente: Elaboración propia con base en Sentencia SUP-JDC-1032/2024 y acumulados (2024).

Gráfica 3. Distribución porcentual  
de magistradas de tribunales colegiados de circuito

Insaculadas
40.20 % No insaculadas

59.80 %

Fuente: Elaboración propia con base en Sentencia SUP-JDC-1032/2024 y acumulados (2024).

Más allá del ejercicio aritmético que supone la cuota mínima de 50.00 %, la integración 
paritaria del pjf está lejos de realizarse, máxime si se considera que aún subsiste una 
brecha de género importante entre quienes mantendrán su adscripción hasta el proceso  
electoral de 2027 y quienes integrarán el pjf en virtud de su elección popular en junio 
de 2025. No basta con que la paridad de género esté establecida en la convocatoria,  
sino que se tienen que diseñar las medidas para su materialización, como en el caso  
de las acciones afirmativas. Acerca de esta última cuestión, la propuesta de los  
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inconformes versó sobre la exclusión total de todas las mujeres juzgadoras, en virtud 
de una acción afirmativa encaminada a combatir los desequilibrios de hecho y dere-
cho que mantienen al pjf ajeno a una integración paritaria entre mujeres y hombres.

En este punto conviene revisar cuidadosamente el proceso de insaculación llevado a 
cabo por el Senado, en tanto que la regulación laxa del acto dio un amplio margen dis-
crecional para realizarlo. Como es constatable, la metodología con base en la que se 
definió el acto, así como las excepciones hechas al amparo de acciones afirmativas 
para ocho mujeres juzgadoras por encontrarse en los supuestos de embarazo o lac-
tancia, fueron decididas de manera discrecional sin consultar al pleno del Senado.7 En 
el mismo sentido, el Senado no siguió los parámetros constitucionales establecidos 
en el decreto de reforma al pjf, que determinaba un proceso de insaculación por ám-
bito territorial de jurisdicción y por materia de adscripción.

El actuar del Senado se limitó a determinar las vacancias de sedes judiciales y dividir 
los listados del cjf en pares y nones a fin de, posteriormente, realizar dos insaculacio-
nes exclusivamente para la categoría de número: uno para los juzgados de distrito y 
otro para las magistraturas de circuito. Con ese panorama, no resulta ajeno afirmar 
que la ejecución del proceso de insaculación no solamente obvió los criterios constitu-
cionales establecidos para ese fin, sino que esta fue arbitraria y carente de legalidad.

En otro orden de ideas, en la sentencia se hizo patente que el proceso de insaculación 
no puede ser tratado como un acto definitorio de la jornada electoral, dado que sus 
efectos son preparatorios. Es cierto que la insaculación no supone per se un acto de-
finitorio del proceso electoral extraordinario de 2025, como también es cierto que, al 
confirmarse el acto impugnado, los inconformes han agotado las instancias para con-
travenir los efectos jurídicos de la insaculación y la posterior emisión de la convocato-
ria impugnada. Más aún, cabe cuestionarse cómo podría calificarse de no definitorio un 
acto que de iure obliga a las personas juzgadoras a abandonar su adscripción judicial y 
competir, nuevamente, por dicha sede judicial, ahora por la vía electoral.8

7	 De la revisión cuidadosa de la transmisión del Canal del Congreso, así como de la versión es-
tenográfica de la sesión (Sistema de Información Legislativa, 2024), se confirma que la metodo-
logía aprobada por el pleno del Senado fue obviada por la Mesa Directiva al ordenar una nueva 
metodología al momento de ser leída, incluidas las excepciones mencionadas.

8	 Una cuestión discutida en torno a las consecuencias jurídicas de los actos impugnados y a partir 
de qué momento estas comienzan a surtir efectos. Quien suscribe coincide con la ponencia de 
la magistrada Janine M. Otálora Malassis en cuanto a la clasificación de los procesos de insa-
culación realizados por el Senado como actos preparatorios del proceso electoral y la emisión  
de la convocatoria como un acto definitivo. Lo anterior, siguiendo la jurisprudencia emitida por 
la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado de Colombia. Véanse Sentencia 
11001-03-28-000-2008-00026-00 y 11001-03-28-0002008-00027-00 (2009) y Sentencia 11001- 
-03-25-000-2010-00011-00(0068-10) (2012). Para ahondar en la naturaleza procesal administra-
tiva que suponen los actos controvertidos en la sentencia, véase el voto particular hecho por la 
ponencia de la magistrada Otálora Malassis (Sentencia SUP-JDC-1032/2024 y acumulados, 2024).
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La argumentación anterior arroja ante la indefinición de las etapas del proceso elec-
toral que, a su vez, vulnera los principios de certeza y seguridad jurídicas. Ante  
todo, la sentencia SUP-JDC-1032/2024 y acumulados generó reflexiones en torno al  
carácter administrativo-electoral de los actos realizados por el Senado y el Consejo 
General del ine para la implementación del proceso comicial. Al respecto, la Sala Supe-
rior determinó que las reglas generales establecidas por el legislador en el decreto de 
reforma constitucional, así como en la legislación secundaria, no vulneran los dere-
chos aducidos por la parte actora y que el escrutinio judicial requiere un entendimiento  
integral del proceso electoral.

Por lo que se refiere a los criterios de elegibilidad, el Senado tampoco emitió lineamien-
tos claros en relación con qué parámetros debían seguir los comités de evaluación de 
los tres Poderes de la Unión para examinar las candidaturas que a la postre recibieron. 
La aplicación laxa de los criterios de elegibilidad desarrollados por la vía jurisprudencial  
o por la vía legislativa permitió que parámetros como las constancias de no deudor  
alimentario moroso o de no ser persona sentenciada por violencia familiar o por la  
comisión de algún ilícito —conocidas como la declaración 3 de 3 contra la violencia— 
fueran suplidos por una carta bajo protesta de decir verdad.9

En los hechos, dicha omisión permite que aquellas personas a las que el marco legal les 
impide ocupar puestos de representación política o de toma de decisiones estén habi-
litadas para participar en el proceso electoral. En particular, la omisión de establecer  
tales criterios de manera expresa vulnera el principio constitucional de paridad de gé-
nero en su vertiente de la garantía de una vida libre de violencia, en este caso desde 
el servicio público judicial.

En suma, no es arriesgado sostener que, antes que coadyuvar a la integración pari-
taria del Poder Judicial, el proceso de insaculación y la consecuente publicación de la 
convocatoria por parte del Senado retrasaron ese proceso. Ante todo, la insaculación  
pública vulneró seriamente el principio constitucional de paridad de género al no prever  
mecanismos especiales para las mujeres juzgadoras del pjf, más allá de las ocho  
acciones afirmativas aplicadas no por acuerdo del Senado, sino como medida discre-
cional de la Mesa Directiva del Senado.

9	 Al respecto, la Sala Superior retomó el argumento vertido por el Senado de la República para 
sostener que el decreto de reforma constitucional no prevé la emisión de criterios de elegibi-
lidad, por lo que cada Comité de Evaluación está facultado para hacer lo pertinente. Esto ha 
derivado en el requerimiento de criterios heterogéneos para contender por un mismo cargo, lo 
que afecta la certeza y seguridad jurídicas.
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Conclusiones

Para nadie resulta ajeno decir que el proceso electoral que introdujo el decreto para 
reformar, adicionar y derogar diversas disposiciones de la cpeum en materia de reforma  
al Poder Judicial federal es un acto complejo en su singularidad. Máxime si se consi-
dera que dicha reforma busca legitimar políticamente el quehacer contencioso de las 
sedes judiciales, mediante la elección, por voto popular, de juezas y jueces de distrito, 
magistraturas de circuito, así como de ministras y ministros de la scjn, por no mencio-
nar a las personas integrantes de la Sala Superior y las salas regionales del tepjf y del 
recién creado Tribunal de Disciplina Judicial. 

Como se hizo patente en líneas previas, la convocatoria, así como los procesos de insacu- 
lación, se alejaron de los parámetros normativos previstos por el legislador al momento  
de emitir el decreto de reforma al pjf; ergo, de su voluntad para conformar una nueva es-
tructura constitucional que prevé la elección de las personas juzgadoras federales. El inédito  
contexto normativo en el que se inscriben los actos impugnados y el proceso electoral ha  
mantenido vicios legislativos de origen, tales como los profundos márgenes discrecionales  
para que el Senado y el Consejo General del ine —autoridades encargadas del proceso electo-
ral— ejecuten los actos preparatorios para la elección judicial.

Los márgenes antes descritos fueron cuestionados por la vía judicial, lo que desenca-
denó litis carentes de legitimidad constitucional, como en el caso de las suspensiones 
provisionales del proceso electoral dictadas por juezas y jueces de distrito.10 Sin em-
bargo, las causas de pedir no fueron ajenas al problema del nuevo orden jurídico de-
sencadenado a raíz de la reforma al pjf, sino que buscaron el cauce institucional para 
resolver tales controversias. En ese complejo escenario, la Sala Superior, en tanto órga-
no garante de derechos en materia electoral, tiene una sólida doctrina jurisprudencial 
para la protección ciudadana, que en este caso no fue revitalizada satisfactoriamente.

Es evidente que los supuestos vertidos en la causa de pedir, particularmente aquellos  
que se refieren a las omisiones respecto al principio constitucional de paridad de  
género, no fueron completamente agotados durante la discusión pública del pleno  
de la Sala Superior celebrada el 22 de noviembre de 2024. Por el contrario, la discusión 

10	 Los conflictos competenciales entre diversos juzgados de distrito y el Tribunal Electoral del Po-
der Judicial de la Federación evidencian una preocupante fragmentación interpretativa respecto 
a la materia electoral. Basta señalar la coexistencia de criterios divergentes que, antes que gene-
rar certeza jurídica, minan la efectiva tutela judicial de los derechos en la materia. La disparidad 
de criterios arroja frente a un panorama incierto que demanda con urgencia una reforma que 
establezca con claridad los espacios jurisdiccionales para garantizar la regulación competen-
cial. Al respecto, véase la nota periodística acerca de tal panorama en Lastiri y Cruz (2025). Asi-
mismo, consúltense los pronunciamientos de la Sala Superior en Sentencia SUP-AG-632/2024 y  
acumulado (2024) y Sentencia SUP-AG-209/2024 y acumulados (2024).
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se limitó al reducido espacio de la lectura literal de las bases de la convocatoria, sin  
recular demasiado en los argumentos expuestos por la parte actora. Esta práctica 
afecta de forma negativa los modelos interpretativos de la estructura constitucional 
que debe comprenderse armónicamente en su totalidad compleja y diversa.

Si bien es cierto que la mayoría del pleno de la Sala Superior votó por declarar la in-
validez de la causa de pedir —ergo confirmar el acto impugnado—, las ponencias de la 
magistrada Janine M. Otálora Malassis y del magistrado Reyes Rodríguez Mondragón  
emitieron votos particulares en los que disintieron con la posición mayoritaria. En  
dichos votos, las ponencias se inclinaron por fundar las reclamaciones de la parte  
actora y ordenar al Senado de la República revocar la convocatoria publicada en el dof, 
para ejecutar correctamente el acto impugnado. Asimismo, tales ponencias concurrieron 
en hacer un llamado al Senado para excluir de la convocatoria a aquellas sedes judiciales 
cuyos titulares sean mujeres, en función del principio de paridad de género.

En el mismo sentido, de haber sido discutidos los argumentos expuestos por los incon- 
formes respecto de las omisiones de la convocatoria, particularmente en relación  
con los criterios de elegibilidad, la Sala Superior habría ordenado al Senado reponer el 
proceso de insaculación y excluir a todas las personas juzgadoras mujeres, bajo accio-
nes afirmativas. Asimismo, la Sala habría podido ordenar fijar criterios de elegibilidad 
claros y armónicos con el principio de paridad de género. No obstante, en la sentencia  
analizada, el rigor jurídico fue sustituido por una lectura literal de los lineamientos 
constitucionales para la elección de personas juzgadoras federales, sin recular dema-
siado en el resto de la estructura constitucional vigente.

Ante todo, debe preocupar que la jurisprudencia emitida por el tepjf y, de manera par-
ticular, la Sala Superior, contenga preceptos de interpretación literal de la Constitu-
ción; máxime, considerando que esa jurisprudencia será esencial para la renovación de 
50.00 % restante de sedes judiciales en 2027. El carácter vinculante del texto constitu-
cional obliga a una interpretación conforme de cualquier caso, que deberá ser analiza-
do a la luz de la norma fundamental. En ese supuesto, su aplicación directa no tendría 
por qué ser invocada en un escrito de demanda, en tanto es obligación de todas las 
personas juzgadoras tener en cuenta el principio de paridad de género y juzgar bajo 
esos parámetros constitucionales.

Respecto a esta última cuestión, las omisiones de las autoridades responsables de eje-
cutar los actos encaminados a elegir a las personas juzgadoras federales no se limitan  
al principio de paridad de género. Tal es el caso de la llamada declaración 3 de 3 contra 
la violencia, emanada de la doctrina jurisprudencial de la Sala Superior del tepjf, que no 
encontró acicate en la convocatoria impugnada, por mencionar un ejemplo. Este he-
cho se debe tomar como un recordatorio para futuras impugnaciones de esta jornada 
electoral, así como la subsecuente de 2027.

Este apartado pertenece a la obra 
Revista Justicia Electoral 35, la cual es acervo del TEPJF.
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